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					Introducción

			

			En los países hispanoamericanos, la traducción y la interpretación se suelen pensar desde los sectores académicos como un conjunto de prácticas que involucran intercambios entre lenguas europeas. Cuando mucho, los sentidos comunes sobre estas actividades incorporan también idiomas asiáticos, pero rara vez se piensa que los idiomas indígenas también podrían ser materia y objetivo de dichas mediaciones. Esta manera de pensar es común en Hispanoamérica a pesar de la fuerte presencia de las lenguas indígenas en la región. El Atlas sociolingüístico de pueblos indígenas de América Latina (Sichra, 2009) especifica que esta es una de las regiones del mundo que presentan mayor diversidad lingüística: hay en los países latinoamericanos alrededor de 500 idiomas nativos que se agrupan en 99 familias lingüísticas, extendidas desde la Patagonia hasta Mesoamérica. Comparativamente, el Perú es uno de los países que albergan la mayor cantidad de familias lingüísticas en la región: existen 19 familias lingüísticas, de las que forman parte 48 lenguas indígenas según las cifras oficiales, además de la lengua de señas peruana, utilizada como vehículo de comunicación por buena parte de la comunidad sorda.

			Sin embargo, rara vez se han pensado la traducción y la interpretación entre el castellano y las lenguas indígenas habladas en territorio peruano en términos académicos. A pesar de que estas mediaciones se han producido cotidianamente desde tiempos coloniales, y de que se han mantenido constantes de diversas maneras y en distintos contextos a lo largo de la historia republicana, es recién en los últimos años que dichas prácticas han cobrado reconocimiento por parte del Estado y que algunos programas de formación universitaria han incorporado las lenguas indígenas más habladas, como el quechua, como parte de su oferta educativa.

			Ello no es de extrañar si tomamos en cuenta el lugar subordinado que han ocupado históricamente las lenguas originarias y sus hablantes en los países hispanoamericanos, donde “la carga del bilingüismo sigue recayendo de manera uniforme en hombros indígenas”, como acertadamente afirmaron Hornberger y King (2001, p. 181) a inicios del milenio.1 Dicho en otros términos, son los hablantes de lenguas originarias quienes, por lo general, han tenido que aprender castellano para insertarse a los mercados, educarse y asegurar mejores condiciones de vida para sus descendientes.2 Algo parecido podríamos afirmar sobre la “carga de la traducción”: son habitualmente los miembros de los sectores indígenas y mestizos los que han sido concebidos como los encargados de la mediación entre las lenguas indígenas y el castellano, y en raras ocasiones han sido los miembros de la sociedad mayoritaria quienes han tomado las riendas del aprendizaje de las lenguas minorizadas. Esta es solo una de las múltiples muestras de una sociedad históricamente construida sobre la base del racismo y de una constante jerarquización que tiene en las formas de habla algunas de las fichas básicas para el juego de la dominación.

			En los últimos años, la situación de subordinación de las lenguas indígenas se ha empezado a revertir, por lo menos en el nivel del discurso público. También se han llevado a cabo acciones, tanto desde el Estado, enmarcadas en la legislación nacional y en tratados internacionales como el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales, como mediante iniciativas diversas de activismo emprendidas por los propios hablantes y sus agrupaciones. En el Perú, los autores de esta obra hemos identificado un punto de quiebre para esta trayectoria, por lo menos en cuanto a las iniciativas estatales, en 2009, con las consecuencias que tuvo la tragedia de Bagua, aquel amargo episodio en el que murieron 33 peruanos por los intentos del gobierno de ese entonces de modificar la legislación a fin de facilitar la comercialización de los territorios comunales. A partir de entonces se produjeron cambios legislativos y políticos que dieron lugar a la Ley de Consulta Previa (Ley 29785) y la Ley de Lenguas Originarias (Ley 29735), ambas promulgadas entre agosto y diciembre de 2011. Estas iniciativas tuvieron incidencia directa en la transformación institucional del Estado para buscar un horizonte de resguardo de los derechos de los pueblos indígenas y, de manera indirecta, contribuyeron a la formalización de la traducción e interpretación entre el castellano y las lenguas indígenas como actividades profesionales que el Estado peruano debe garantizar en el ámbito de los servicios públicos.

			Pronto nos dimos cuenta de que estos no eran avances aislados en América Latina y de que en distintos países de la región se podían observar cambios similares en la legislación que habían dado lugar a distintos tipos de políticas estatales a favor de los derechos lingüísticos de los hablantes de lenguas originarias. No todas estas políticas, sin embargo, han puesto similar énfasis en las actividades de traducción e interpretación indígenas. El primer capítulo de este libro intenta dar cuenta de este panorama regional de manera pormenorizada. Pensamos que contar con este marco ayudará a comprender mejor los cambios específicos que ha atravesado esta problemática en el Perú en los últimos años, lo que constituye el objetivo básico de los ocho capítulos restantes del volumen.

			En el caso del Perú, estos cambios han sido observados por nosotros gracias a dos proyectos de investigación e incidencia ciudadana en que los tres autores hemos colaborado en los últimos años. El primero se llevó a cabo entre el 2014 y el 2016, y se enfocó en la iniciativa de formación de traductores e intérpretes indígenas ejecutada por el Ministerio de Cultura del Perú y sus efectos iniciales. El segundo, realizado entre enero de 2018 y enero de 2019, se concentró en otro tipo de actividades traductológicas e interpretativas: aquellas llevadas a cabo por dirigentas sociales quechuas y aimaras del sur andino como parte de las labores cotidianas que realizan en apoyo a sus comunidades. El segundo capítulo del libro ofrece un panorama de los principales resultados de ambos proyectos, enfocando sus alcances y limitaciones en el marco general de los estudios de traducción e interpretación y de la sociolingüística.

			La interpretación y la traducción en general, y no solo las que se ejercen entre una lengua hegemónica y las lenguas indígenas, implican un conjunto de actividades llevadas a cabo con y a través de códigos distintos, enmarcados por matrices culturales muchas veces diferentes. En tal sentido, es esperable que estas prácticas estén influidas por ideologías lingüísticas, entendidas como conjuntos de creencias y sentimientos acerca de las lenguas que median entre las formas de habla y la estructura social (Kroskrity, 2010). Por tanto, nos interesa enfocar, en el tercer capítulo, cómo determinadas ideologías lingüísticas acerca de las lenguas originarias en su relación con el castellano pueden afectar la práctica de los traductores-intérpretes indígenas recién formados por el Estado peruano. Abordamos este problema mediante enfoques e instrumentos del análisis crítico del discurso y el análisis de la conversación, aplicados a material procedente de entrevistas, grupos focales y presentaciones mediáticas de los traductores y traductoras.

			Los capítulos cuarto y quinto se enfocan en una de las primeras actividades realizadas por los egresados de los cursos de capacitación de traductores e intérpretes indígenas impartidos por el Estado peruano: la traducción de la Ley de Lenguas Originarias a distintos idiomas, que fue encargada por el propio Ministerio de Cultura. En el capítulo cuarto nos concentramos en los desafíos que afrontaron los y las traductoras quechuas y aimaras al verter a sus propias lenguas conceptos como “derecho” y “ley”, así como los nombres de las jurisdicciones oficiales como “distrito”, “provincia” y “departamento”. También nos interesaron las estrategias discursivas empleadas por ellos y ellas para lidiar con el lenguaje impersonal, generalizador y estratégicamente ambiguo del derecho.

			En el caso del capítulo quinto, ampliamos el foco para observar las distintas estrategias traductológicas empleadas por los traductores de cinco lenguas indígenas peruanas. Además del quechua ayacuchano o chanca, del quechua ancashino y del aimara, trabajamos con traductores y revisores de origen shipibo y asháninka para observar cómo perciben ellos y ellas mismas las estrategias que utilizaron para verter los contenidos de la mencionada ley a sus propios códigos lingüísticos y marcos culturales. Para estos dos capítulos, nos valimos de una metodología mixta que combina entrevistas semiestructuradas con la adaptación a nuestros fines de un instrumento utilizado en los estudios de traducción e interpretación, así como en psicología y otras ciencias sociales: el think aloud protocol (TAP) o protocolo de verbalización, una dinámica oral destinada a que los y las traductoras repasen las decisiones tomadas en el proceso de rendición de un texto en un examen retrospectivo.

			Si estos capítulos se enfocan en la traducción de una ley, el capítulo sexto se concentra en la participación de los primeros egresados de los cursos estatales en experiencias de consulta previa, un mecanismo sancionado por el derecho internacional, y regulado en el Perú por la Ley de Consulta Previa (Ley 29785) y su reglamento, mediante el cual el Estado peruano está obligado a informar a los pueblos indígenas de los objetivos, alcances y potenciales consecuencias de las medidas administrativas que se propone llevar a cabo en sus territorios o que afectan directamente sus intereses. En un contexto en que prima un modelo de desarrollo firmemente sustentado en el extractivismo y la explotación de los recursos naturales, se comprenderá el carácter conflictivo de las prácticas de mediación llevadas a cabo por los y las intérpretes en estos intercambios. Ante las dificultades de distinta índole que se nos impusieron para observar directamente experiencias de consulta previa, optamos para este estudio por entrevistar a los beneficiarios o usuarios finales de una de estas experiencias de interpretación, aquella vinculada a la Hidrovía Amazónica en el departamento de Ucayali, con población shipiba. Las características de esta opción metodológica, sus alcances y limitaciones son materia de una reflexión específica en el capítulo séptimo.

			El capítulo octavo se concentra en el ámbito judicial. Si la política estatal de formación de traductores-intérpretes entre las lenguas indígenas peruanas y el castellano fue un resultado indirecto de la tragedia de Bagua, no debería sorprender que una de las primeras experiencias de ejercicio profesional para dos de los egresados fuera la intervención en el “megajuicio” que desarrolló el Estado contra los indígenas que participaron en este evento. Este capítulo recoge los resultados de las entrevistas que llevamos a cabo con los dos profesionales, una wampis y el otro awajún, que se encargaron de la interpretación en este largo proceso judicial, el primero que contó con interpretación oficial en lenguas indígenas en la historia peruana. El texto aborda, además, otros problemas relativos a la mediación lingüística y cultural en contextos de justicia intercultural bilingüe.

			Por último, el capítulo noveno se concentra en una dimensión distinta de la traducción e interpretación indígenas en el Perú: lejos de la intervención estatal, en este caso observamos la acción de lideresas sociales de Puno y Ayacucho que desarrollan, en entornos bilingües quechua-castellano y aimara-castellano, prácticas de interpretación, y en menor medida traducción, como parte de sus labores cotidianas. Nos interesó determinar hasta qué punto se podía caracterizar estas actividades de mediación mediante los conceptos de interpretación empírica o ad hoc y, más allá de este interés académico, buscamos visibilizar el valor social de estas labores en un contexto teórico en que el criterio de la confianza por parte de los beneficiarios y beneficiarias empieza a ser apreciado como un asunto tanto o más importante que los parámetros tradicionalmente usados para sopesar la calidad de la mediación, llámense claridad, neutralidad o fidelidad de la rendición.

			Pensamos que estos nueve capítulos, la mayor parte de ellos originalmente publicados en inglés en revistas académicas, ofrecen una visión contemporánea de lo que significa traducir e interpretar entre el castellano y las lenguas indígenas en el Perú de hoy en términos sociales, culturales y de derechos humanos. Si bien los estudios recogidos en el volumen han partido de enfoques teórico-metodológicos diferentes, todos tienen en común la preocupación por integrar de manera interdisciplinaria los aportes de los estudios de traducción e interpretación con la sociolingüística, la lingüística antropológica y el estudio de los derechos lingüísticos y las políticas lingüísticas. Si hubiera que rescatar una “lección aprendida” de los dos proyectos de investigación de los que se derivan dichos estudios, tal vez esta residiría en las ventajas de la colaboración interdisciplinaria para observar de manera más realista y compleja las interacciones entre traducción-interpretación y sociedad. De allí que nos pareció útil reunir en un solo volumen y en castellano los nueve textos originalmente dispersos en distintas publicaciones que podrían ser de difícil acceso para estudiantes y profesionales.

			Algo que también aprendimos de primera mano en el transcurso de los proyectos es que la investigación se enriquece enormemente con la participación activa de miembros de los pueblos indígenas, entre otros actores políticos y sociales. Nuestro objetivo no fue “estudiarlos”, sino elaborar una agenda de investigación e incidencia ciudadana de manera colaborativa, que reflejara y se guiara por sus conocimientos, opiniones y prioridades respecto a procesos, iniciativas e interacciones sociales que se desarrollan en la intersección de cosmovisiones a menudo divergentes. En otras palabras, pretendimos que los y las participantes se sintieran protagonistas de la investigación, y no objetos de estudio. Esto se plasmó de manera literal en los resultados del segundo proyecto, en el que las dirigentas con las que colaboramos ejercen sus labores de mediación lingüística y cultural sin haber recibido formación para ello y sin remuneración. Ellas fueron las protagonistas, como autoras y actrices, de una obra teatral realizada en colaboración con miembros del grupo Yuyachkani, que se estrenó en Lima y se difundió posteriormente en Ayacucho y Puno en forma de grabación. También lo fueron de una exposición audiovisual (Yanapaqkuna / Yanapirinaka / Acompañantes. Traductoras indígenas por una sociedad más justa), celebrada en el Lugar de la Memoria, la Tolerancia y la Inclusión Social (LUM, Lima) entre diciembre de 2018 y junio de 2019. Asimismo, sus testimonios y las entrevistas que realizamos con ellas han quedado alojadas en el archivo digital del LUM y son de acceso público y gratuito.3

			Aunque reconocemos que parte del camino que falta por recorrer pasa por la formación de investigadoras e investigadores indígenas que puedan plantear acercamientos rigurosos a la traducción e interpretación entre sus lenguas y el castellano desde perspectivas émicas, mediante Traducir derechos, traducir culturas, buscamos contribuir a cubrir un vacío en el campo de los estudios de traducción e interpretación en América Latina: el trabajo académico con las lenguas originarias. Si bien este es un campo pendiente de reflexión pormenorizada en términos comparativos, no queremos dejar de mencionar algunos importantes antecedentes en esta introducción: por ejemplo, el trabajo desarrollado por Jon Landaburu y su equipo sobre la traducción de la constitución colombiana a mediados de la década de 1990 (Jamioy Muchavisoy, 1997; Landaburu, 1997a, 1997b; Zalabata Torres, 1997) y los acercamientos de Pedro Pitarch a la traducción de la Declaración Universal de Derechos Humanos al tzeltal, lengua maya hablada en Chiapas (Pitarch, 2008). También en relación con México cabe mencionar el trabajo de Martina Schrader-Kniffki y su equipo sobre traducción e interpretación entre el español y lenguas indígenas de Oaxaca (Schrader-Kniffki y Vásquez Miranda, 2018); asimismo, Kleinert y Stallaert (2015, 2018), Kleinert (2016), Kleinert, Núñez Borja y Stallaert (2019), y Stallaert, Kleinert y Núñez-Borja (2020) han abordado la formación en traducción e interpretación en lenguas indígenas mexicanas. Flemmer (2018) ha investigado, como nosotros, la interpretación en contextos de consulta previa en el Perú, mientras que Schneider (2015) ha realizado un estudio minucioso sobre las prácticas de traducción e interpretación ad hoc por parte de mujeres huancavelicanas. Desde un punto de vista histórico, son referencias clásicas los trabajos de Valdeón (2014) para la región en su conjunto, Durston (2007) para el caso del quechua en el Virreinato del Perú, y Hanks (2010, 2014) y Errington (2008) para el caso del maya y el náhuatl, respectivamente, en Nueva España. Con su particular combinación de delicada etnografía contemporánea y un profundo conocimiento de la documentación colonial, el libro clásico de Harrison (1989), sobre la Amazonía y los Andes ecuatorianos, debería tomarse como una referencia central en la literatura especializada.

			Esperamos que este libro contribuya a enriquecer la literatura regional acerca de la traducción y la interpretación en lenguas indígenas en América Latina, que, como vemos, se ha ido consolidando paulatinamente en las últimas décadas, mediante un volumen que está orientado tanto a estudiantes avanzados de las carreras de Traducción e Interpretación como a académicos especializados en estas áreas, así como en sociolingüística, antropología lingüística y derechos de los pueblos indígenas. Futuros estudios deberán enfocar no solo las trayectorias que están siguiendo los traductores-intérpretes de lenguas indígenas en la región, sino también los desafíos planteados por la pandemia del COVID-19 en el ámbito de la traducción y la interpretación entre el español y las lenguas originarias. Sobre esta coyuntura retadora aún conocemos muy poco, aunque algunos acercamientos preliminares han puesto énfasis en las dificultades de comunicación que se han observado entre los gobiernos y las poblaciones originarias de los Andes (p. ej., García, Haboud, Howard, Manresa y Zurita, 2020).
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			Políticas de traducción en lenguas indígenas en países hispanos de América Latina4

			Rosaleen Howard, Raquel de Pedro Ricoy y Luis Andrade Ciudad

			.

			1.1 Introducción

			Este capítulo examinará críticamente la naturaleza y el rol de la política de traducción en países seleccionados de América Latina donde se hablan diversas lenguas indígenas junto al castellano. Examinaremos el caso de México, que abrió el camino de la legislación sobre derechos lingüísticos al inicio del nuevo milenio. También consideraremos Colombia, Ecuador, Perú y Bolivia, en tanto que cubren un área contigua de Sudamérica con lenguas indígenas transfronterizas, en virtud de lo cual se pueden establecer comparaciones útiles. También observaremos el caso de Paraguay, ya que presenta un ejemplo notable de bilingüismo estructural que tal vez pueda moldear la política de traducción de manera particular. El Perú se aborda como un estudio de caso sobre la base de investigación reciente de primera mano.5

			La conquista española de lo que es hoy en día América Latina desencadenó en el siglo xvi iniciativas para traducir e interpretar a través de las múltiples barreras lingüísticas entre los agentes de los poderes coloniales y las poblaciones recientemente sojuzgadas (Valdeón, 2014), sobre todo con el objetivo del proselitismo religioso. Los registros coloniales ofrecen evidencia de los esfuerzos desplegados por los sacerdotes católicos para aprender náhuatl y maya (México), y quechua y aimara (Perú y Bolivia) a fin de traducir y transmitir la doctrina cristiana (Hanks, 2010; Durston, 2007). El siglo xx fue testigo de la diseminación del protestantismo evangélico, centrado en la traducción del Nuevo Testamento a las lenguas indígenas por parte del Instituto Lingüístico de Verano (también conocido como Wycliffe Bible Translators) (Spolsky, 2004, p. 49). En el momento presente, las asimetrías sociolingüísticas (Mannheim, 2001; Howard, 2007) significan que mientras que la traducción e interpretación entre el castellano y las lenguas extranjeras dominantes tienden a ser prácticas institucionalmente reguladas, la traducción e interpretación entre el castellano y las lenguas indígenas sigue conduciéndose mediante prácticas ad hoc, como lo fue en siglos anteriores.

			Esta situación está empezando a cambiar. Debido a la mayor inclusión educativa de la población indígena desde la década de 1980, conjugada con mayores niveles de competencia bilingüe en sus lenguas originarias y el castellano, los traductores e intérpretes crecientemente son hablantes maternos de las lenguas amerindias a las cuales o desde las cuales traducen e interpretan. Típicamente, los traductores-intérpretes indígenas de hoy en día fueron socializados tempranamente en sus lenguas vernáculas, adquirieron el castellano desde la edad escolar en adelante y, en la mayoría de los casos, se consideran como miembros plenos de los sistemas culturales asociados a las lenguas amerindias. Algunos son miembros de las organizaciones indígenas que han venido luchando por un mayor reconocimiento social y político del Estado desde la década de 1990. Sus motivos para traducir e interpretar y los tipos de documentos o interacciones orales en las que median también son diferentes. En contraste con los actores externos que llevaron adelante la transmisión interlingüística de contenido religioso durante tiempos coloniales, los actuales insiders quieren trabajar en nombre de sus comunidades para facilitar la comunicación en contextos de servicios públicos y en negociaciones con el Estado acerca de la extracción de recursos en territorios comunitarios. Estas negociaciones, enmarcadas en convenios internacionales y en leyes nacionales para la protección de los pueblos indígenas, se conocen como “consulta previa”, y se discutirán en relación con el caso peruano.

			No obstante, todavía persiste una gran asimetría entre los marcos institucionales y las prácticas asociadas con la traducción e interpretación entre el castellano y otras lenguas hegemónicas, y aquellos que se aplican cuando la traducción fluye entre el castellano y las lenguas indígenas. En esta región globalizada y de acelerado desarrollo en el siglo xxi, existe gran necesidad de traducción e interpretación en el comercio internacional, la educación superior y la diplomacia, entre otros ámbitos. La traducción e interpretación entre el castellano y lenguas como el inglés, el árabe y el chino en estos contextos encuentra el apoyo profesional de cuerpos como el Colegio de Traductores en el Perú y el Colegio de Traductores, Intérpretes y Peritos de México, para mencionar dos ejemplos. Por el contrario, debido a los desbalances estructurales mencionados, la traducción e interpretación entre el castellano y las lenguas indígenas sigue siendo informal y sigue presentando muchas dificultades inherentes. La reciente legislación sobre derechos indígenas y derechos lingüísticos con implicancias sobre la política de traducción ha empezado a modificar esta situación.

			En la sección 1.2 de este capítulo presentamos algunos principios teóricos sobre la naturaleza de la política social en general y la política de traducción en particular. En la sección 1.3 examinamos los debates generados alrededor de la política de traducción para lenguas minoritarias en el contexto europeo, sobre la base de la literatura reciente, y buscamos yuxtaponerla con las incipientes políticas a favor de las lenguas indígenas en América Latina. La sección 1.4 presenta el marco institucional y legislativo en el que la política de traducción empieza a ser implementada en los países seleccionados para el estudio. En la sección 1.5 detallamos nuestra investigación reciente sobre la implementación de la política de traducción e interpretación en el Perú. La sección 6 expone algunas consideraciones finales.

			1.2 Política de traducción

			Las políticas de traducción, como ha observado Meylaerts (2011, p. 165) y como recuerda González Núñez (2013b), están inseparablemente vinculadas a las políticas lingüísticas. La política lingüística y su corolario, la planificación lingüística, ha evolucionado en muchas partes del mundo por una diversidad de razones: como rasgo del poscolonialismo, como una respuesta a los “problemas de lenguaje de las naciones en desarrollo” (Spolsky, 2004, p. 4), y como una forma de manejar el contacto lingüístico generado por los flujos migratorios. Sea como fuere, en esos contextos, la diversidad lingüística y la injusticia social frecuentemente van de la mano (Piller, 2016). Las dificultades de comunicación surgen en las interacciones entre grupos hablantes de lenguas minoritarias y los hablantes de lenguas hegemónicas que representan el Estado y usualmente controlan los servicios a los que los primeros buscan acceder. Las soluciones a estas dificultades van desde el empleo de personas bilingües, lo que da lugar a la traducción e interpretación ad hoc,6 hasta el uso de traductores e intérpretes acreditados, si es que estos están disponibles. Como mostraremos, en América Latina, la última opción recién está surgiendo.

			Según reseña Meylaerts (2011), “una política de traducción se debe definir como un conjunto de reglas jurídicas que regulan la traducción en el dominio público” (p. 165).7 Sin embargo, a la luz del activismo indígena por los derechos lingüísticos que está surgiendo en el contexto poscolonial de América Latina, el concepto de “política como práctica” (Sutton & Levinson, 2001, p. 1) también es relevante. Enfoques ubicados en el campo de los estudios críticos de las políticas sociales permiten pensar las políticas no solo como “el manejo de los asuntos políticos y públicos por un gobierno o una administración” (Meylaerts, 2011, p. 165) de arriba hacia abajo, sino también como una práctica socialmente construida de abajo hacia arriba que involucra a un rango diverso de actores (Sutton & Levinson, 2001). Bajo tales condiciones, la política puede ser vista como algo que cobra vida en la práctica y toma forma implícitamente, antes de ser formalizada a través de directivas escritas explícitas en respuesta a las demandas sociales.8 La traducción y la interpretación ocurren en respuesta a una necesidad práctica en situaciones multilingües donde no todos los actores presentes tienen acceso a la lengua dominante o lengua franca. Reynoso (2016) ha descrito esta solución pragmática como “traducción social”. Así, la política de traducción puede observarse como algo que ocurre primero de facto, antes de ser consagrada en la legislación sobre derechos lingüísticos. La preparación de esta última, como ha venido sucediendo en muchas partes de América Latina en este milenio, proporciona el estímulo para que la práctica real sea reconocida y atendida, y facilita la sistematización de dicha práctica. A la vez, es probable que esto asegure una observancia más equilibrada de los derechos humanos lingüísticos (May, 2010) que la que pueden proporcionar las prácticas ad hoc.

			Así, en respuesta a la necesidad que evidencian las prácticas de facto, la provisión de traducción e interpretación está volviéndose parte integral de la legislación en favor de los hablantes de lenguas indígenas en América Latina. Aquí, como en otros ámbitos geográficos, muchas de las prácticas que surgen de la política lingüística para implementar iniciativas de planificación lingüística toman la forma de la traducción (como señalética bilingüe o versiones bilingües de la documentación relativa a los servicios públicos) y la interpretación en servicios públicos (particularmente en tribunales de justicia y contextos médicos). Sin embargo, algunos estudios fundacionales sobre política lingüística y planificación lingüística casi no abordan las políticas de traducción (Spolsky, 2004; Wright, 2004; Ricento, 2006). Otros discuten la importancia de la política de traducción durante periodos históricos específicos, como el que siguió a la Revolución francesa (Schiffman, 1996), pero no destinan secciones específicas al tema. Más aún, dichos trabajos hacen solo breves referencias a la política lingüística en América Latina. Los estudios que prestan mayor atención a esta región geopolítica (Hornberger, 1996; Baldauf & Kaplan, 2007), una vez más, no toman en consideración la política de traducción. El rol que está empezando a ocupar la traducción y la interpretación comunitaria como un componente integral de la política lingüística y la planificación lingüística en una América Latina multilingüe es un nuevo campo de estudio, al que intentamos hacer una contribución original.

			1.3 La política de traducción en relación con las lenguas minoritarias: los debates

			En esta sección examinaremos algunos de los debates académicos actuales sobre las políticas de traducción para lenguas minoritarias y comentaremos su pertinencia (o la falta de ella) para América Latina. En la literatura académica producida hasta la fecha, la relación entre políticas de traducción y lenguas minoritarias se discute primordialmente en relación con el lenguaje jurídico y administrativo en la Unión Europea (Díaz Fouces, 2005; García González, 2005; González Núñez, 2013a, 2013b). En lo que se refiere a las lenguas indígenas en América Latina, ni los contenidos ni la terminología del debate son necesariamente equivalentes. En los usos regionales, la palabra “indígena”, antes que “minoritaria”, se refiere a las lenguas de los grupos lingüísticos que precedieron a la llegada de los europeos a la región.9 El concepto de “minoría” es problemático, ya sea hablando de lenguas o de grupos poblacionales, dado que los pueblos indígenas pueden ser mayoritarios en ciertas regiones dentro de un Estado, y pueden hablar una lengua indígena, por lo general en adición al castellano. En tales casos, las lenguas indígenas son “minorizadas”, antes que “minoritarias”, para usar los términos de Díaz Fouces (2005, p. 96). Considérense los dos ejemplos siguientes: en el ámbito nacional paraguayo, el 88,2% de la población eran hablantes de guaraní, de los cuales 48,9% eran bilingües de acuerdo con cifras de 1995 (Gynan, 2001, p. 55). En el ámbito regional en el Perú, el quechua era la lengua materna mayoritaria en Apurímac (70,58%), Huancavelica (64,03%) y Ayacucho (63,05%), de acuerdo con el censo de 2007.10

			Si bien tanto en la ley como en la realidad el estatus de las lenguas minoritarias y sus hablantes en la Unión Europea debe problematizarse de manera muy diferente al que tienen en América Latina los pueblos indígenas y sus lenguas, desde una perspectiva estructural es posible trazar algunas analogías. Las comunidades lingüísticas latinoamericanas pueden considerarse como “endoglósicas” de acuerdo con la definición de Díaz Fouces (2005, p. 98), en la medida en que “hablan una lengua minorizada dentro de un Estado con una lengua dominante, y no cuentan con un Estado propio”. También se pueden postular otras comparaciones estructurales: las minorías europeas de origen indígena (los hablantes de bretón y de gaélico escocés, por ejemplo) y los grupos indígenas latinoamericanos han sufrido experiencias históricas similares, que incluyen la colonización lingüística y la marginación en nombre de la construcción nacional, que disminuyen el estatus social de sus lenguas, la restricción de dominios de uso, la sustitución lingüística entre las nuevas generaciones y el freno del desarrollo interno de sus lenguas.

			Proponemos que la diferencia en el caso de América Latina reside en la naturaleza de la relación entre las comunidades indígenas (“endoglósicas”) y el Estado, así como en las relaciones estructurales entre los grupos autoidentificados como indígenas y aquellos que conforman los sectores mestizos y blancos de la sociedad. Persisten divisiones sociales pronunciadas, fundadas en ideologías coloniales de corte racial y étnico, y son perpetuadas por actitudes y hábitos discriminatorios profundamente enraizados. Dadas las estructuras políticas y económicas prevalecientes, enraizadas en el neocolonialismo, la construcción de sociedades democráticas e igualitarias sigue siendo un reto pendiente. Los pueblos indígenas constituyen los grupos con menos ventajas dentro del sistema y han estado en una lucha constante para la representación, primero en la Colonia y luego en el marco del Estado republicano. En tal situación, la traducción e interpretación solo puede ser una forma de intercambio altamente desigual.

			1.3.1 Bilingüismo y política de traducción

			La aplicación de una política de traducción e interpretación en relación con las lenguas indígenas y las lenguas minorizadas tiene muchas implicancias sociales y políticas. No traducir de las lenguas dominantes a las lenguas minorizadas “perpetúa el comportamiento bilingüe”, como señala Díaz Fouces (2005, pp. 100-101). En América Latina, el reforzamiento del comportamiento bilingüe ha conducido a una sustitución generalizada de las lenguas originarias por el castellano y ha acelerado la pérdida de aquellas a lo largo de las cinco últimas décadas. Con la expansión de la infraestructura de comunicaciones, la urbanización y la escolarización, muchos hablantes de lenguas indígenas son ahora bilingües y prefieren comunicarse en castellano con las generaciones más jóvenes. Sin embargo, el bilingüismo muchas veces se desarrolla a través del contacto social bajo condiciones coercitivas, y la enseñanza formal del castellano como una segunda lengua puede presentar deficiencias. Por ambas razones, es muy probable que los hablantes bilingües no manejen algunos registros de castellano. A la inversa, los hablantes de la lengua dominante, por las razones sociales y estructurales mencionadas, tienden a no aprender las lenguas indígenas como segundas lenguas y, en consecuencia, el bilingüismo es por lo general un asunto que concierne a una sola de las partes. Como observa García González (2005), desde una perspectiva teórica, la necesidad de traducción constituye, entre otras cosas, “la consecuencia de la decisión del grupo dominante de no hablar y en algunos casos ni siquiera aprender la lengua de los pueblos subordinados” (p. 106).

			En América Latina, en consecuencia, el predominio del bilingüismo entre sectores indígenas puede no facilitar una comunicación más fluida con el funcionariado hablante de castellano, sino tener el efecto contrario. El nivel real de comprensión en castellano no es evaluado y la competencia aparente en la lengua puede enmascarar una subyacente falta de comprensión de registros lingüísticos formales. Este punto se confirma en otros contextos poscoloniales como Nigeria (García González, 2005) y Australia (Cooke, 2002). El bilingüismo aparente puede resultar en la falta de reconocimiento de una verdadera necesidad de traducción e interpretación en los servicios públicos.11 Por otro lado, como nos han mostrado nuestros colaboradores en el proyecto desarrollado en el Perú, el estigma con frecuencia asociado a las lenguas indígenas puede conducir a los hablantes a ser reacios a la provisión a la que tendrían derecho, por el temor de ser considerados inferiores.

			Sin embargo, una política para traducir de la lengua mayoritaria a las lenguas minoritarias y a las lenguas indígenas puede desempeñar un papel importante en la cohesión social desde una perspectiva identitaria (Díaz Fouces, 2005, pp. 100-101). Aunque la traducción no sea estrictamente “necesaria” debido a que, por el bilingüismo estructural, los hablantes de la lengua meta entienden la lengua fuente, la traducción a una lengua meta minorizada “es una actividad con significativas implicancias institucionales, políticas e ideológicas” (Woodsworth, 1996, como se citó en García González, 2005, p. 108).

			1.3.2 Política de traducción y planificación lingüística

			Otros factores se relacionan con la planificación vinculada con el estatus y la asociada al desarrollo de corpus para las mismas lenguas. El enfoque de Díaz Fouces (2005), basado en “estudiar el rol social desempeñado por la traducción como un apoyo potencial para las comunidades lingüísticas minorizadas y para la diversidad lingüística” (p. 99), es pertinente para América Latina. También son relevantes sus comentarios sobre el criterio de prestigio que está involucrado: “La traducción es una herramienta efectiva para cambiar la percepción de los usuarios sobre el valor simbólico y práctico de su propia lengua” (Díaz Fouces, 2005, p. 102). García González (2005) señala que dicha traducción es “una actividad que debe ser fomentada y activada, como un mecanismo para promover la lengua” y “un instrumento esencial en el proceso de recuperación y preservación lingüística” (pp. 110-111). Ambos autores destacan el efecto de la traducción en la estandarización y normalización lingüística de lenguas meta minorizadas (Díaz Fouces, 2005, pp. 99-100; García González, 2005, p. 111). Estos puntos se confirman en el caso de las lenguas indígenas latinoamericanas, cuya escritura alfabética y prácticas de literacidad se encuentran, en términos generales, en un estado muy incipiente. Cuando la traducción es realizada por hablantes nativos con formación lingüística que trabajan desde una perspectiva de activismo cultural, puede tener efectos beneficiosos, aumentando el estatus de la lengua, por un lado, y contribuyendo al desarrollo de su corpus, por otro (Landaburu, 1997a, 1997b; Muchavisoy & Narciso, 1997; Zalabata Torres, 1997).12

			1.3.3 Política de traducción y derechos indígenas

			Con respecto a la política de traducción para lenguas minoritarias, Díaz Fouces (2005) argumenta que el respeto a los derechos lingüísticos está intrínsecamente vinculado a la observancia de derechos en otras áreas de la vida. Como parte de una política lingüística basada en derechos, la política de traducción es un medio para garantizar otros derechos fundamentales (el derecho al debido proceso en los juzgados, a la atención en salud y a la no discriminación, entre otros). En su estudio de Irlanda del Norte, González Núñez (2013b) destaca el rol que puede desempeñar la política de traducción en una sociedad posconflicto, no solo promoviendo las lenguas minoritarias como símbolos de identidad sino también para desarrollar “la premisa de que la comunicación a través de las barreras lingüísticas puede ayudar a impulsar las buenas relaciones entre las comunidades” (p. 486). Los pueblos indígenas de América Latina han hecho de las lenguas un punto focal de sus luchas políticas y su demanda en el terreno de los derechos lingüísticos es inseparable del llamado al respeto de los derechos humanos fundamentales. Jamioy Muchavisoy (1997), un hablante de kamëntsa, habiendo colaborado en la traducción de la Constitución colombiana (1992) a diversas lenguas indígenas, describe cómo el proceso tuvo repercusiones positivas para la observancia de los derechos humanos, desde la perspectiva de los pueblos indígenas. El caso del Perú (sección 5) ejemplifica cómo la política de traducción se formula explícitamente como un medio para afrontar situaciones de posconflicto y para mitigar los conflictos potenciales en el futuro.

			1.4 Política lingüística y política de traducción en países hispanos de América Latina

			A lo largo de América Latina se hablan, además del castellano y el portugués, un estimado de 420 lenguas amerindias que pertenecen a 99 familias lingüísticas (Sichra, 2009). Aun así, las políticas lingüísticas explícitamente formuladas y la planificación lingüística basada en políticas constituyen un fenómeno relativamente nuevo, impulsado por los principios del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (1989) sobre pueblos indígenas y tribales. Este fenómeno se correlaciona con reformas constitucionales que empezaron a inicios de la década de 1990 y reconocieron, por primera vez, la naturaleza pluricultural y multilingüe de las poblaciones que viven en cada jurisdicción estatal. Si en esa década la política lingüística se concentró en las necesidades de los niños y niñas indígenas en el sector educativo primario, en el nuevo milenio los gobiernos han prestado creciente atención a los derechos de los hablantes de lenguas indígenas en todos los ámbitos sociales. Se han aprobado nuevas legislaciones y se han establecido estructuras institucionales para asumir la responsabilidad de diseñar y administrar las políticas resultantes. El gráfico 1.1 lista los cuerpos administrativos en cuestión de los seis países que se discuten aquí.

			Una vez creadas, estas entidades tomaron el liderazgo en la elaboración de los borradores de ley en materia de derechos lingüísticos. En relación con este proceso, es importante notar que este planteamiento de políticas contó con consultoría internacional tanto dentro de América Latina como en regiones europeas con experiencia en la legislación para minorías lingüísticas. México estuvo a la vanguardia con su Ley de Derechos Lingüísticos (2003). Delegados de otros países como Bolivia y Perú viajaron a ese país para buscar consejo sobre el diseño de políticas y, asimismo, recibieron apoyo de Cataluña, cuyo ejemplo también había guiado a México inicialmente. Más recientemente, tanto Ecuador como Perú han buscado la colaboración del País Vasco,13 y México envió consultores a Paraguay.14 El gráfico 1.2 resume la legislación resultante para los seis países.

			Gráfico 1.1 Entidades institucionales para la aplicación de la política lingüística
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			Gráfico 1.2 Legislación sobre derechos lingüísticos en seis Estados nacionales latinoamericanos
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			a El título oficial de la norma es Ley que Regula el Uso, Preservación, Desarrollo, Recuperación, Fomento y Difusión de las Lenguas Originarias del Perú.

			Estas legislaciones han dado lugar a políticas de traducción e interpretación de mayor o menor alcance; todas contienen el principio de que los servicios de interpretación deben ser provistos en tribunales de justicia y en contextos de servicios públicos.15

			En México, el INALI ha supervisado la creación de un Padrón Nacional de Intérpretes y Traductores en Lenguas Indígenas (Panitli). Su página web identifica una necesidad de servicios de traducción e interpretación para los pueblos indígenas basado en el hecho de que el sistema mexicano de justicia presenta distintas carencias en relación con ellos, incluida la “falta de intérpretes y defensores que hablen la lengua y conozcan la cultura indígena, para tener una adecuada defensa en juicio”.16 Las miembros del Instituto Superior de Intérpretes y Traductores Ester Jansenson y Esther Sada (2010, p. 434) van más allá al subrayar la necesidad de provisión de traducción e interpretación en México no solo en los tribunales de justicia, sino también en los sectores de salud y agrario; también resaltan la necesidad de conocer las culturas indígenas junto con la de mediación lingüística. A pesar de los principios de la política de traducción e interpretación mexicana representados en la página web del INALI, en la evaluación de estas autoras se destaca un largo camino por recorrer en términos de cobertura de formación, certificación profesional y aseguramiento de la provisión de traducción e interpretación en la realidad (Jansenson & Sada, 2020, p. 436).17

			En Colombia, los temas relacionados con la traducción e interpretación están contemplados en los artículos 7, 8 y 9 de la Ley 1381, que reconocen, respectivamente, el derecho a la interpretación en contextos legales, de administración pública y de servicios de salud, mientras que el artículo 21 norma la capacitación en traducción e interpretación y la enseñanza de lenguas indígenas a personas no indígenas; para ambos asuntos, las entidades responsables son los ministerios de Cultura y Educación de manera conjunta. (La propuesta de enseñanza de lenguas también es prominente en la legislación boliviana, como se verá posteriormente en esta sección.) De acuerdo con la información de la que disponemos, aunque se reconoce su importancia, la capacitación en traducción e interpretación aún no ha sido implementada en Colombia, y el énfasis se ha puesto en la capacitación de profesores en lenguas indígenas y en la revitalización lingüística (Tulio Rojas, Universidad del Cauca, Colombia, comunicación personal, julio de 2016).

			De cualquier manera, Colombia proporciona un ejemplo importante de cómo la práctica en traducción e interpretación puede preceder a las políticas. Durante la reforma constitucional de 1992, el gobierno comisionó al programa de lingüística sobre lenguas indígenas en la Universidad de los Andes para que coordinara la traducción de la carta magna, recientemente enmendada, a distintas lenguas originarias. La traducción colaborativa entre lingüistas indígenas y miembros de las comunidades que conllevó esta iniciativa impulsó un empoderador proceso de reflexión sobre los significados de la ley orgánica en contraste con la comprensión de la ley y los valores morales indígenas (Landaburu, 1997b).

			En el Ecuador, un proyecto de ley sobre derechos lingüísticos está avanzando muy lentamente hacia su aprobación por parte del parlamento. El artículo 9 de la propuesta estipula el derecho de los hablantes de lenguas indígenas a recibir servicios de traducción e interpretación en contextos legales, y el artículo 32 norma la formación de traductores. Como resalta Berk-Seligson (2008), existe una necesidad de apoyo en traducción e interpretación en la esfera judicial del Ecuador. Sus resultados sugieren que, en ausencia de una ley, aquí también la práctica precede a la política: “Hay un acuerdo tácito sobre una política lingüística de facto, a saber, el uso de intérpretes ad hoc, no capacitados, en contextos judiciales” (p. 9). Encontramos mayor evidencia sobre esto en la exitosa serie de seminarios sobre traducción e interpretación en lenguas indígenas para uso en contextos judiciales liderada por la Escuela de Lingüística en la Pontificia Universidad Católica del Ecuador (PUCE) entre el 2012 y el 2013. Estos seminarios se enfocaron en la construcción de glosarios para términos legales entre el castellano, por una parte, y el shuar, el quichua y el chapala, por otra (Marleen Haboud, PUCE, comunicación personal, agosto de 2016).

			La Ley 269 de Bolivia establece que los hablantes de lenguas indígenas tienen el derecho a usar sus lenguas maternas en contextos de servicios públicos (ver artículos 6.2, 23) y el artículo 5.3 señala que el hablante tiene el derecho a que “se le explique en su idioma materno de forma oral y escrita sus deberes y sus derechos”. El artículo 24.1 menciona el derecho a contar con “traductora o traductor” [sic] en procesos judiciales específicamente. Esto se complementa con el artículo 24.3, que estipula que las personas que trabajan en los tribunales judiciales en regiones donde predominan lenguas indígenas deben ser hablantes de los idiomas pertinentes además del castellano. Puede inferirse que, en el caso de Bolivia, se presupone un grado de competencia en lenguas indígenas por parte del funcionariado bilingüe a fin de obviar la necesidad de la interpretación stricto sensu.

			De hecho, la legislación boliviana obliga al personal de los organismos judiciales y la administración pública que todavía no habla la lengua indígena de la región en la que sirven a aprenderla en el lapso de tres años desde que asumen sus puestos. De aquí presuponemos que en Bolivia hay una aspiración al bilingüismo como un medio para resolver las dificultades comunicativas que surgen en contextos de servicios públicos como una alternativa para la provisión de traducción e interpretación; esta última no ha sido implementada de una manera sistemática todavía.18 En este aspecto, podemos encontrar cierta similitud con el caso paraguayo.

			La Constitución de Paraguay de 1992 declara que el castellano y el guaraní son lenguas cooficiales de la República, mientras que otras lenguas indígenas y minoritarias se consideran como parte del patrimonio cultural paraguayo (artículo 140). Tal como en el Perú, la legislación que establece la forma como se debería pasar del estatus oficial a la práctica tomó casi veinte años en ser aprobada. Los artículos 9 a 13 de la Ley 4251 enfatizan el derecho a usar ambos idiomas oficiales en contextos de servicios públicos, a recibir toda la información gubernamental de forma bilingüe y a no ser discriminado por razones lingüísticas. El artículo 9.5 aclara que las prácticas bilingües no significan automáticamente el ejercicio de la traducción, sino al contrario: las personas tienen derecho a “utilizar cualquiera de las dos lenguas oficiales ante la administración de justicia y que sus declaraciones sean transcriptas en la lengua elegida sin mediar traducción alguna. La persona usuaria de otra lengua tiene derecho a ser asistida en juicio por personas que conozcan su idioma”. Debido a los altos niveles de bilingüismo en la sociedad paraguaya, parece haber poco espacio para la provisión explícita de traducción e interpretación en la ley. Esta situación, sin embargo, deja la pregunta abierta sobre cómo se procede con los hablantes de las otras lenguas indígenas del Paraguay, dada su exclusión efectiva del espectro oficial castellano-guaraní tan firmemente sostenido por la ley.

			Observaremos ahora la situación en el Perú como un estudio de caso.

			1.5 Política y práctica de la traducción e interpretación en el Perú

			La Constitución peruana de 1993 asigna estatus oficial al castellano y “en las zonas donde predominen, también lo son el quechua, el aimara y las demás lenguas aborígenes, según la ley” (artículo 48) y establece que “todo peruano tiene derecho a usar su propio idioma ante cualquier autoridad mediante un intérprete” (artículo 19). Tal como en el caso del Paraguay, la ley que daría lugar a la implementación política tomó casi veinte años en ser aprobada. La capacitación en traducción e interpretación para los hablantes de lenguas indígenas en los servicios públicos y la provisión de la misma constituyen un rasgo central de esta Ley.

			1.5.1 La traducción e interpretación en el Perú como una política y práctica posconflicto

			Dos periodos claves en la historia peruana reciente han desempeñado un rol central en la implementación de la Ley: primero, las secuelas de la violencia política de las décadas de 1980 y 1990, cuando el Estado estuvo en conflicto con el grupo terrorista Sendero Luminoso, y, en segundo lugar, la escalada de violencia producida en el departamento nororiental de Amazonas, en 2009, en un episodio relacionado con el uso industrial del territorio en las vecindades de Bagua. En el marco de la Comisión de la Verdad y Reconciliación (CVR) (una investigación pública sobre los efectos del conflicto armado interno), se contó con la participación de intérpretes que, aunque tenían experiencia, no se encontraban certificados ni formalmente capacitados, para la traducción de muchos de los dolorosos testimonios de las víctimas.19 Esto contrasta con el hecho de que, como documentó el informe de la CVR (2003), el 75% de los que murieron durante el conflicto entre las fuerzas armadas, la policía y los grupos terroristas eran hablantes de quechua o de otras lenguas indígenas.

			La necesidad de la legislación fue puesta de manifiesto por el enfrentamiento ocurrido cerca de la ciudad de Bagua entre pobladores locales (incluidos miembros de los pueblos awajún, shawi y wampis) y la policía peruana en 2009. El enfrentamiento surgió en el marco de las protestas ante un intento gubernamental para facilitar el uso comercial de las tierras comunales (Cavero, 2011) y dejó muertes en ambas partes. El Gobierno respondió promulgando dos leyes que harían los derechos lingüísticos parte de los derechos indígenas amparados por la legislación internacional: la Ley de Lenguas Originarias (ver gráfico 1.2) y la Ley de Consulta Previa (Ley 29785, 2011), cuyo artículo 16 establece el derecho a contar con intérprete en los procesos de consulta previa (ver sección 1). Estas leyes reconocen la relación entre derechos lingüísticos y derechos humanos en lo que se refiere a poblaciones indígenas o minoritarias, como los autores citados previamente también argumentan.20

			1.5.2 Capacitación e implementación en traducción e interpretación según la ley peruana

			La Ley de Lenguas Originarias (gráfico 1.2) fue acompañada por la creación de nuevas estructuras institucionales para implementar el principio de los derechos lingüísticos para los pueblos indígenas y el derecho a la provisión de traducción e interpretación en particular (gráfico 1.1). En el año 2012 la recientemente creada Dirección de Lenguas Indígenas, del Ministerio de Cultura, convocó a una serie de cursos para capacitar a hablantes bilingües de las estimadas 47 lenguas originarias que hay en el país para que se convirtieran en traductores e intérpretes.21 Entre 2012 y 2016, se capacitó a 307 traductores-intérpretes, hablantes de 36 lenguas, en una sucesión de nueve cursos básicos llevados a cabos en Lima y en el departamento de Cusco.22 Después de completar los requerimientos de capacitación, los capacitados pasan a formar parte del Registro Nacional de Traductores e Intérpretes de Lenguas Indígenas (una base de datos similar a la que existe en México), administrado por el ministerio.

			Los participantes son reclutados mediante llamadas telefónicas a organizaciones indígenas, federaciones regionales y oficinas gubernamentales de nivel regional, así como a través de los medios sociales. Los candidatos requieren tener fluidez en una lengua originaria y demostrar una afiliación cultural indígena. El proceso de selección incluye una entrevista (a menudo por telefonía móvil) y una evaluación de la competencia lingüística. Los criterios de selección para los candidatos andinos y amazónicos pueden diferir por el hecho de que los amazónicos pueden no contar con las mismas credenciales educativas que los andinos, pero pueden compensarlas con niveles más altos de conocimiento de las lenguas vernáculas y de las culturas asociadas.

			El currículum del curso consta de una revisión de las destrezas de escritura en castellano, así como módulos dedicados a técnicas de traducción e interpretación, derechos indígenas y consulta previa, y diversidad cultural, entre otros. Se requiere también una pasantía de prácticas en una institución pública. Además de los cursos básicos, se han llevado a cabo tres cursos especializados hasta la fecha, uno para el sector salud y dos para contextos legales.

			La implementación plena de la Ley de Lenguas Originarias dependió de la aprobación de un reglamento redactado en consulta con siete federaciones indígenas nacionales a lo largo de varios meses. El Reglamento de la Ley 29735 se aprobó oficialmente por Decreto Supremo 004-2016-MC el 22 de julio de 2016 (Ministerio de Cultura del Perú, 2016). Respecto a la provisión de servicios de traducción e interpretación, el Reglamento establece varias normas que antes carecían de definición suficiente. El artículo 17, por ejemplo, establece un rango de mecanismos para identificar la necesidad y la provisión de servicios de traducción e interpretación, mientras que el artículo 18 deja claro que el costo de los servicios de interpretación debe ser pagado por la entidad que los requiere. Además de detallar cómo llevar a cabo la provisión de traducción e interpretación, el reglamento promete la incorporación progresiva de servidores públicos bilingües en las áreas del país en que predomina una lengua indígena. Esta medida, como vimos para el caso de Bolivia, representa una ruta complementaria e incluso alternativa a la provisión de traducción e interpretación. También podría ir de la mano con la aspiración que algunos miembros de pueblos indígenas nos expresaron durante la investigación de capacitarse profesionalmente a un nivel que los calificara para trabajar como servidores públicos.

			La capacitación en traducción e interpretación en el Perú ha probado ser exitosa en crear un cuerpo de traductores e intérpretes indígenas acreditados que pueden ofrecer sus servicios en contextos de servicios públicos como tribunales de justicia y el registro civil, así como en procesos de consulta previa. Más aún, también ha creado conciencia sobre los derechos lingüísticos entre los empleados públicos y la sociedad en general, y ha incrementado el sentimiento de autovaloración entre los capacitados indígenas (ver capítulo 3).

			1.6 Consideraciones finales

			A juzgar por los países examinados aquí, así como a partir de la evidencia de nuestro estudio de caso peruano, parece que la política de traducción a favor de los hablantes de lenguas indígenas en América Latina tiende a surgir como una práctica ad hoc basada en contingencias, en situaciones en que los niveles de bilingüismo permiten que las mediaciones espontáneas tengan lugar. Posteriormente, la política de traducción puede llegar a articularse explícitamente en una legislación referida a los derechos lingüísticos, y a implementarse mediante capacitación en traducción e interpretación y prácticas profesionales. Es común a lo largo de la región que la práctica de la traducción y las políticas subsecuentes estén intrínsecamente relacionadas con la necesidad de defender los derechos indígenas y, en algunos casos, con reparaciones para las víctimas de violaciones de derechos humanos. La política de traducción adquiere dimensiones legales, políticas y económicas complejas cuando se consideran los derechos de los hablantes de lenguas indígenas en América Latina.

			Al comparar los seis países, podemos postular un continuo para las políticas de traducción orientadas a los hablantes de lenguas originarias. En un extremo, el Ecuador demuestra ampliamente la necesidad de la provisión de traducción e interpretación, actualmente detenida por un proceso legislativo lleno de obstáculos. En Colombia, el foco de la política lingüística recae en la revitalización de las lenguas indígenas, con menor atención hacia las políticas de traducción, sea en la teoría o en la práctica. El Paraguay ofrece un escenario diferente, en el cual el bilingüismo social se encuentra bien arraigado en sus instituciones, por lo que la necesidad de provisión de traducción e interpretación no está articulada de manera prominente en la legislación. La prioridad en Bolivia reside en la capacitación en lenguas indígenas como segundas lenguas para los empleados públicos hablantes de castellano, antes que en la provisión de traducción e interpretación como tal, aunque se han discutido algunas iniciativas de capacitación en interpretación jurídica. A nuestro modo de ver, parece claro que la formación en lenguas originarias como segundas lenguas y la capacitación en traducción e interpretación deben ser vistas como componentes complementarios de las políticas lingüísticas y de traducción, antes que como enfoques excluyentes. Hacia el otro extremo, México tiene una política lingüística estatal vigorosa que incluye una política de traducción; sin embargo, la práctica de traducción e interpretación sobre el terreno es esporádica en algunos estados y para algunos idiomas. En el mismo polo, Perú está en la vanguardia con una política y provisión explícitas de traducción e interpretación, articuladas en la ley e implementadas.

			Los casos revisados revelan un patrón según el cual la práctica de la traducción e interpretación precede a la política, por lo menos en lo que concierne al castellano y a las lenguas indígenas. También resulta claro que, aunque el estatus de lenguas oficiales para los idiomas originarios constituye una condición necesaria, no es suficiente para echar a andar las iniciativas que puedan conducir a una política de traducción efectiva. El caso peruano ilustra claramente la relación intrínseca entre traducción e interpretación para las lenguas indígenas, los derechos lingüísticos y la defensa de los derechos políticos de los pueblos originarios. Esta estrecha relación, trágicamente subrayada por los eventos de Bagua en 2009, explica el origen de la iniciativa de capacitación en traducción e interpretación en el Perú y los renovados arreglos institucionales para implementar la legislación sobre consulta previa y derechos lingüísticos. En lo que respecta a las lenguas originarias de América Latina y sus comunidades de hablantes, estas complejas interconexiones deben tomarse en cuenta al reflexionar sobre la política de traducción.
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			2.1 Introducción

			La traducción y la interpretación son prácticas socialmente situadas y, por lo tanto, están afectadas por retos que trascienden la transferencia lingüística. Estos desafíos son especialmente pronunciados cuando dichas prácticas se conducen entre lenguas hegemónicas y minorizadas en contextos poscoloniales. En tiempos recientes, la aplicación de leyes nacionales e internacionales ha significado que, en dichos contextos, los servicios de traducción e interpretación entre las lenguas originarias y los idiomas de los antiguos poderes coloniales se vuelvan un requerimiento.

			América Latina ha sido un terreno fértil para políticas y lineamientos que regulan la traducción y la interpretación, que son vistas como instrumentos claves para facilitar el acceso a los servicios públicos (justicia, salud y educación) a miembros de pueblos indígenas que tienen un manejo limitado o nulo de la lengua oficial nacional, asegurando de esta manera que sus derechos humanos sean respetados. El Perú ha estado a la vanguardia de iniciativas orientadas a atender las necesidades comunicativas de sus pueblos nativos, que forman alrededor de 16% de la población del país e incluyen a hablantes de 48 diferentes lenguas originarias. Esto supone la capacitación y acreditación de intérpretes indígenas y la certificación de competencias de servidores públicos bilingües. Sin embargo, facilitar la provisión total de traducción e interpretación o la asistencia lingüística en un contexto de tal diversidad de lenguas no es una tarea sencilla. Esta dificultad se ve agravada por la distribución irregular de infraestructura de transporte y comunicativa en un país caracterizado por accidentes geográficos (selva, desierto, montañas) que pueden hacer que los viajes y el acceso a internet disten de ser sencillos.

			Además de los desafíos logísticos y la falta de recursos humanos y financieros suficientes que pueden entorpecer la provisión de servicios públicos de traducción e interpretación entre el castellano y las lenguas originarias del Perú, los factores socioculturales tienen un impacto significativo en estas actividades (se los abordará en “Capacitación financiada por el Estado y provisión regulada de traducción e interpretación en el Perú”). Algunos de ellos atañen a las jerarquías profundamente enraizadas que definen la relación entre los hablantes de castellano, la lengua de las instituciones estatales, que encarna valores y sistemas heredados de la metrópolis, por un lado, y los hablantes de muchas lenguas indígenas que coexisten en el país, por otro. Dicho de manera simple, la comunicación interlingüística e intercultural tiende a desarrollarse en un escenario de discriminación y marginalización histórica de estos últimos. Otros factores incluyen los niveles de literacidad entre los miembros de los pueblos indígenas (que son especialmente bajos en las lenguas indígenas, primordialmente orales) y la divergencia de cosmovisiones. Los intérpretes acreditados por el Estado no solo deben negociar estas asimetrías en su práctica profesional, sino también balancear consideraciones éticas cuando actúan en nombre del Estado y, al mismo tiempo, son miembros de una comunidad indígena. La imparcialidad y la (des)confianza se vuelven nociones determinantes en el desarrollo de los encuentros mediados.

			Más allá de los mecanismos que el Estado peruano ha puesto en marcha para garantizar el cumplimiento de los instrumentos jurídicos nacionales e internacionales, y del rol crucial que los traductores e intérpretes indígenas desempeñan en esta tarea, la necesidad de mediación lingüística y cultural en la vida cotidiana de las comunidades indígenas generalmente es cumplida por intérpretes ad hoc, quienes trabajan sin capacitación previa y con mucha frecuencia sin remuneración (ver “El rol de los intérpretes ad hoc en la historia peruana reciente”). Se trata de individuos bilingües, con frecuencia mujeres, que ejercen el liderazgo comunitario y proporcionan asistencia vital a los hablantes de una lengua originaria cuando tienen dificultades para comunicarse con profesionales de la medicina, educadores, funcionarios públicos, capacitadores y otros representantes institucionales que, por norma, hablan solamente castellano. Los desafíos que estos intérpretes ad hoc encaran reflejan lo que encuentran los intérpretes acreditados por el Estado. Una diferencia clave es que, al no actuar en nombre del Estado, no tienen que balancear su lealtad comunitaria con la lealtad a un empleador. No generan sentimientos de desconfianza entre los miembros de sus comunidades, quienes, por el contrario, valoran su ayuda aunque, en ocasiones, los servidores públicos pueden mirar su involucramiento con cierto recelo. En cualquier caso, su rol es esencial en situaciones imprevistas o emergencias, cuando los servicios de un intérprete acreditado por el Estado no están disponibles debido a las restricciones de tiempo y a las limitaciones logísticas.

			Aunque existe evidencia de que la interpretación y, en menor grado, la traducción entre el castellano y las lenguas originarias del Perú son actividades que se han realizado rutinariamente desde tiempos coloniales (Durston, 2007; Valdeón, 2014), todavía representan un aspecto desconocido a ojos de la sociedad y, en alguna medida, de las instituciones. A estos desafíos debemos agregar otro relacionado con las percepciones: la necesidad de crear conciencia pública acerca de los derechos humanos lingüísticos de los pueblos originarios. El respeto de los derechos no debería depender de la integración a la “sociedad mayor” o de la fluidez en la lengua hegemónica. Los traductores e intérpretes desempeñan un rol crucial para garantizar que las comunidades históricamente minorizadas accedan a la justicia, a la salud y a la educación, que, de otro modo, no estarían disponibles para ellas debido a sus identidades lingüísticas y culturales.

			2.2 Las políticas de traducción peruanas en el contexto latinoamericano

			Al ser una región integrada por diversos países en los que el castellano y el portugués fueron impuestos sobre una miríada de lenguas indígenas, algunas de las cuales se mantienen vigentes, aunque históricamente excluidas de la esfera pública, América Latina ha visto la emergencia de una variedad de iniciativas de políticas de traducción, que van desde una promoción de facto del uso de intérpretes ad hoc, no capacitados (Berk-Seligson, 2008), a políticas explícitas y ambiciosas que garantizan la provisión de traducción e interpretación en el marco de la ley.

			El desarrollo de políticas explícitas referentes a la interpretación y traducción indígenas está firmemente enraizada en la legislación internacional, ya que la mayor parte de los países de América Latina ha ratificado el Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales, que establece que “los gobiernos deberán asumir la responsabilidad de desarrollar, con la participación de los pueblos interesados, una acción coordinada y sistemática con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su integridad” (art. 2) y que se deben tomar “medidas para garantizar que los miembros de dichos pueblos puedan comprender y hacerse comprender en procedimientos legales, facilitándoles, si fuere necesario, intérpretes u otros medios eficaces” (Organización Internacional del Trabajo, 1989, art. 12).

			Siguiendo estos lineamientos, desde inicios de la década de 1990, diversos textos constitucionales en la región han adoptado una postura multicultural que reconoce, en nombre de los pueblos indígenas, su derecho a la interpretación en contextos judiciales, de administración pública y de servicios de salud (ver Howard et al., 2018 [capítulo 1 de este volumen]). Más aún, Kleinert et al. (2019) identifican en la mayor parte de constituciones latinoamericanas “una definición ampliada de la nación, para considerarse incluso naciones plurinacionales, e inscribirse en un orden jurídico superior de la Declaración Internacional de los Derechos Humanos” (p. 83).

			Como es el caso a nivel internacional, la política de traducción en América Latina está “inseparablemente unida a la política lingüística” y “su corolario, el planeamiento lingüístico” (Howard et al., 2018, p. 21).

			Sin embargo, convertir las disposiciones jurídicas/legales en políticas concretas concernientes tanto a las lenguas originarias como a la traducción e interpretación entre ellas y el castellano está lejos de ser simple. Tomando los casos de Perú, Ecuador, Colombia, Paraguay, Bolivia y México como ejemplos, Howard et al. (2018) argumentaron que el amplio rango de diseños de política adoptados por estos países puede ordenarse en un contínuum. En un extremo, el caso del Ecuador ilustra las consecuencias que ha tenido en la política de traducción el freno que los recientes gobiernos han puesto a los derechos indígenas y, en particular, a los derechos lingüísticos. Como Berk-Seligson (2008) muestra, hay una ausencia de apoyo para los servicios de traducción e interpretación en contextos judiciales en este país, lo que desemboca en el uso casi exclusivo de intérpretes ad hoc, no capacitados. En el otro extremo, México y Perú han desplegado políticas explícitas de traducción, con diferentes niveles de implementación efectiva, enmarcadas en políticas lingüísticas de nivel estatal. Bolivia, Paraguay y Colombia, ubicados en el medio de este contínuum, han desarrollado iniciativas concernientes a las lenguas originarias que, por una diversidad de razones, no han tenido a la traducción y a la interpretación en su núcleo.

			Nos enfocamos ahora en el desarrollo histórico de las políticas de traducción y su implementación en América Latina a fin de presentar una visión más matizada. Kleinert et al. (2019) enfatizan que, aunque tanto México como Perú tienen leyes que garantizan el uso y diseminación de las lenguas originarias, el primero fue pionero en la capacitación de traductores e intérpretes en estas lenguas como resultado de la promulgación de su Ley de Derechos Lingüísticos en 2003. La implementación de las disposiciones contenidas en la ley peruana de lenguas originarias (2011)24 no se ha logrado plenamente debido a una variedad de razones que se relacionan con las dificultades asociadas a la capacitación de traductores e intérpretes indígenas y su participación en los servicios públicos (ver más abajo, “Capacitación patrocinada por el Estado y provisión regulada para la traducción y la interpretación en el Perú”). Como una ilustración de los diferentes grados de implementación de las políticas concernientes a la capacitación en traducción e interpretación en lenguas indígenas en ambos países, Kleinert et al. (2019, p. 90) reportan que, mientras que México ofrece diplomados de 200 horas y de 10 semanas de duración, la extensión del curso patrocinado por el Estado en el Perú es solo de tres semanas. Aunque pionera y ejemplar, la experiencia mexicana también está atravesada por vacíos y contradicciones, derivados de restricciones presupuestales y cambios precipitados en la política general, entre otros factores (Kleinert et al., 2019, p. 94). Así, los estudios empíricos revelan déficits incluso en los países latinoamericanos que cuentan con una sólida articulación legal de las políticas de traducción e interpretación.

			La política de traducción en el Perú es supervisada por el Ministerio de Cultura, entidad establecida en 2010. Su viceministerio de Interculturalidad cuenta con una Dirección de Derechos de los Pueblos Indígenas que, a su vez, incluye una Dirección de Lenguas Indígenas y una Dirección de Consulta Previa. Esta organización institucional refleja la relevancia de dos iniciativas legales que fueron fundamentales para el desarrollo de las políticas indígenas en el Perú contemporáneo, a saber, la Ley de Consulta Previa25 y la Ley de Lenguas Originarias.

			La Ley de Lenguas Originarias fue concretada en un conjunto de pautas legislativas, el Reglamento de la Ley 29735, que regula la implementación de las disposiciones contenidas en dicho instrumento legal. El reglamento, que se aprobó después de un proceso de consulta previa que incluyó la participación de federaciones indígenas, así como el aporte de académicos y activistas, introdujo algunos criterios para identificar la necesidad de provisión de servicios de traducción e interpretación. El artículo 12 establece la necesidad de que las instituciones públicas y privadas que prestan servicios públicos en las áreas con predominio de lenguas originarias sigan tres pasos: (1) emplear personal que pueda comunicarse de manera fluida, tanto de manera escrita como oral, en la lengua indígena pertinente; (2) proveer servicios públicos en lenguas originarias, además de castellano; y (3) contar con los servicios de intérpretes y traductores de las lenguas indígenas en zonas con predominio según sea necesario.26 Ya que el “predominio de las lenguas originarias” debe establecerse de acuerdo con el Mapa Etnolingüístico del Perú (art. 8.2), este recurso es fundamental para implementar tanto las políticas lingüísticas como las políticas de traducción relacionadas con servicios públicos. Aunque el marco legal para este mapa se aprobó en noviembre de 2018 (Decreto Supremo 011-2018-Minedu), aún no estaba disponible para consulta al momento de redactar este texto.27

			Se deduce que la distinción entre áreas con y sin predominio de lenguas originarias será fundamental para la implementación de la política en el futuro cercano. Puede inferirse de los extractos citados aquí que, en las áreas con predominio de lenguas originarias, las entidades públicas y las instituciones privadas que proveen servicios públicos deberán contratar personal bilingüe como una prioridad, mientras que en aquellas donde no predominan dichos idiomas se deberá contar con la asistencia de traductores e intérpretes oficialmente capacitados y certificados. Esta constatación permite descartar visiones utópicas que imaginan un país multicultural donde solo funcionarios bilingües atenderán las necesidades de la población, un ideal que hemos observado en el discurso de activistas indígenas y que también ha sido propuesta por funcionarios estatales (ver más abajo, “Capacitación patrocinada por el Estado y provisión regulada de servicios de traducción e interpretación en el Perú”).

			Una visión más realista debería tomar también en cuenta el rol de los y las intérpretes ad hoc (ver más abajo, “El rol de los y las intérpretes ad hoc en la historia peruana reciente”), tanto en zonas con predominio como sin predominio de lenguas originarias. Cuando desarrollamos nuestro trabajo de campo, las discusiones preliminares en el Ministerio de Cultura empezaban a abordar el rol y el perfil de los mediadores interculturales. Este puede ser un camino para reconocer y valorar la experticia que traductores e intérpretes han desarrollado mediante su involucramiento en diferentes tipos de proyectos privados y públicos. Como ha evidenciado la ONG Asociación Servicios Educativos Rurales (SER), algunas lideresas comunitarias proporcionan asistencia crucial a ciudadanos y ciudadanas indígenas; sin embargo, su trabajo permanece invisibilizado y no remunerado, una preocupación que reclama soluciones urgentes.28 Al afrontar este problema, los funcionarios estatales deberían tomar en cuenta que, debido a la proximidad geográfica y a las relaciones de confianza, dichas actoras sociales son capaces de mediar en escenarios y contextos en que la participación de los traductores e intérpretes oficialmente capacitados sería improbable o inviable. Otro punto que se debe considerar es que las lideresas comunitarias que actúan como intérpretes ad hoc (y, en menor medida, como traductoras ad hoc) tienden a tener una amplia trayectoria en el manejo de asuntos sociales, lo que les ha permitido desarrollar autoconfianza y reflexión acerca de sus identidades y afiliaciones étnicas, lingüísticas y de género, una experiencia que raramente está a disposición de la mayoría de los miembros de las comunidades indígenas que no están involucrados en actividades de liderazgo (de Pedro Ricoy, Howard, Reynoso y Andrade Ciudad, 2021 [capítulo 9 de este libro]).

			Un punto que permanece sin abordar desde el punto de vista académico y que nosotros no hemos podido integrar sistemáticamente en nuestra investigación previa es la dinámica conflictiva entre políticas lingüísticas y de traducción, por un lado, y políticas extractivistas, por el otro. Debería adoptarse un acercamiento integral para analizar el choque entre iniciativas destinadas a favorecer los derechos de los hablantes de lenguas originarias, por una parte, y las decisiones derivadas de modelos de desarrollo basados en la explotación de recursos naturales y concepciones depredadoras del turismo, por otro. Un caso relevante es el hecho de que el Ministerio de Cultura peruano, que desarrolló las políticas lingüísticas y de traducción que hemos reseñado, ha respaldado recientemente la decisión gubernamental de construir un aeropuerto internacional para el Cusco en Chinchero, una localidad ubicada en el centro del Valle Sagrado de los Incas, un exponente invalorable de la sutil intervención incaica en el entorno natural que lo convirtió en paisaje cultural. Activistas están tratando de generar conciencia internacional acerca de las graves consecuencias de una decisión como esta, tanto para el patrimonio histórico valorado globalmente como para los derechos culturales del pueblo quechua, estrechamente vinculados al territorio local.29 Así, las políticas de traducción no deberían entenderse solo como parte de las políticas lingüísticas, sino también como parte de políticas culturales más amplias que están enmarcadas en modelos de desarrollo que con frecuencia colisionan con los intereses y derechos de los pueblos originarios.

			2.3 Capacitación financiada por el Estado y provisión regulada de servicios de traducción e interpretación en el Perú

			La Constitución peruana de 1993 consagró el derecho a contar con un intérprete para los miembros de los pueblos indígenas peruanos en sus interacciones con las autoridades estatales (art. 2.19). Sin embargo, no fue sino hasta el 2011 que se aprobaron, como parte de la legislación nacional, dos leyes, a saber, la Ley del Derecho a la Consulta Previa y la Ley de Lenguas Originarias, que pusieron en marcha los mecanismos destinados a hacer realidad dicha disposición. La primera regula los procesos que deben primar en un diálogo intercultural entre el Estado, a través de una entidad promotora que es parte del gobierno, y los pueblos indígenas antes de la aplicación de una medida legislativa o administrativa por parte del primero; estas medidas con frecuencia se refieren a la explotación de recursos naturales. La segunda regula el derecho a usar las lenguas originarias en el ámbito privado y público sin temor a ser discriminado, y promueve la preservación, desarrollo y visibilidad de las lenguas originarias. Ambas leyes reiteran la necesidad de que los servicios de traducción e interpretación estén disponibles para los hablantes de lenguas originarias en el Perú cuando se relacionan con los representantes del Estado, que tiene, en la práctica, al castellano como su lengua oficial.30 A fin de abordar esta necesidad, el Ministerio de Cultura diseñó un programa de capacitación para traductores e intérpretes indígenas (Curso de Intérpretes y Traductores en Lenguas Indígenas) en 2012. Cuando se creó, en 2013, la Dirección de Lenguas Indígenas asumió la administración y el dictado del curso.

			La capacitación para los traductores e intérpretes indígenas se estructura como un curso intensivo de tres semanas que se ofrece gratuitamente a candidatos calificados que son hablantes de alguna de las lenguas cubiertas en cada una de las ediciones del curso.31 Por ejemplo, la edición duodécima del curso, que tuvo lugar en Quillabamba (Cusco) en junio de 2019, estuvo abierta a hablantes de 38 lenguas indígenas, definidos de acuerdo con las áreas prioritarias del Estado. Una variedad de temas (marcos legales, ética profesional y gramática y léxico del castellano) se incluyeron en el sílabo. Adicionalmente, algunas sesiones se dedicaron a la práctica de la traducción y la interpretación para facilitar la adquisición de estrategias genéricas. Después de completar exitosamente el curso, los candidatos tienen un periodo de prácticas, después del cual sus detalles se ingresan en el Registro Nacional de Intérpretes y Traductores, que adquirió estatus legal en 2015 y reemplazó el registro originalmente creado en 2012. El curso fue complementado por diversos cursos cortos especializados en sectores de servicios públicos (salud y justicia) y talleres celebrados antes de cada proceso de consulta previa. El objetivo de este programa de capacitación es ambicioso: acreditar una cohorte de traductores e intérpretes que pueda cubrir las 48 lenguas indígenas del Perú.

			Debido a que se trata de procesos rodeados de implicancias sociopolíticas, con frecuencia marcados por la tensión, que ha resultado en choques violentos entre las fuerzas armadas y miembros de la población civil, no sorprende que las primeras cinco ediciones del curso se hayan especializado en la consulta previa. Posteriormente, su alcance se amplió para cubrir la traducción y la interpretación en servicios públicos. De manera interesante, la intersección de la interpretación y traducción en servicios públicos y la interpretación en procesos de consulta previa se puso de relieve en los juicios relativos a los sucesos de Bagua (2014-2016). En junio de 2009 se manifestaron las hostilidades latentes entre el gobierno de Alan García y la población indígena y mestiza de Bagua, localidad ubicada en la Amazonía norte, que alberga vastos yacimientos de petróleo. La tensión se generó a partir de una enmienda a la legislación nacional que simplificaba los procedimientos para la explotación comercial de las tierras comunitarias (Cavero, 2011). El saldo final fue de 33 muertes y cientos de heridos. La “masacre de Bagua” (comúnmente conocida como el baguazo) antecedió a la aprobación de la Ley de Consulta Previa, lo que significó que el derecho al consentimiento libre e informado, enmarcado en la legislación internacional, no había sido respetado, en una violación de los derechos de las comunidades indígenas. Sin embargo, para cuando empezaron los juicios, los esfuerzos estatales para proveer servicios de interpretación y, de esta manera, garantizar el acceso a los derechos humanos, ya habían dado fruto. Dos intérpretes que habían completado la capacitación provista por el Estado participaron en las audiencias y mediaron lingüística y culturalmente entre las autoridades judiciales, por un lado, y, por otro, nueve hablantes de wampis y doce de awajún incluidos entre los 53 ciudadanos a los que se habían imputado cargos criminales (ver de Pedro Ricoy et al., 2018 [capítulo 8 de este libro]).32

			Resulta claro que, mediante la financiación de la capacitación y acreditación de los intérpretes, el Estado asumió una necesidad apremiante en la sociedad peruana contemporánea. Facilitar el acceso de los pueblos indígenas a los servicios públicos y, en consecuencia, garantizar sus derechos humanos en asuntos tales como salud y justicia es un paso en la dirección correcta hacia una sociedad más igualitaria. La formulación de una política lingüística, que se consolida y reafirma en la Ley de Lenguas Originarias, está también acorde con la defensa de los derechos humanos lingüísticos tal como se estipula en la legislación internacional. No obstante, el desarrollo de este ambicioso proyecto en un país donde la infraestructura es débil y las relaciones interétnicas han sido marcadas por la histórica discriminación de los pueblos indígenas, sus culturas y sus lenguas no está libre de desafíos. Resumiremos los principales a continuación.

			Aunque se reconoce en el programa de capacitación que diferentes maneras de ver el mundo se relacionan con el uso de diferentes lenguas, tienden a prevalecer visiones monolíticas de “lo occidental”, por un lado, y “lo indígena”, por otro. Paradójicamente, los principios de ética profesional que se imparten en el curso están enraizados en modelos occidentales tradicionales (la metáfora del conducto), que no necesariamente se adecúan a las prácticas de traducción e interpretación en contextos poscoloniales (ver Flemmer, 2018). Por ejemplo, nuestro trabajo de campo reveló que, en procesos de consulta previa, los intérpretes son considerados como “aliados imparciales” por las comunidades indígenas y que, aparentemente, no se percibía ninguna contradicción entre la neutralidad y la lealtad (ver de Pedro Ricoy et al., 2018 [cap. 6 de este volumen]). Las tensiones subyacentes que los traductores e intérpretes deben negociar cuando median lingüísticamente entre miembros de diferentes culturas permanecen en gran medida sin explorar. Asimismo, se pone mucho énfasis a través del curso en la adquisición de vocabulario técnico en castellano y en cómo expresarlo en las lenguas indígenas, antes que en convenciones discursivas divergentes. Se puede argumentar que esto, en primer lugar, alimenta la noción de que las lenguas indígenas son “deficientes” en comparación con el castellano en la medida en que “les faltan” equivalentes exactos para términos especializados y, en segundo lugar, deja de lado la existencia de patrones comunicativos más amplios que pueden afectar la efectividad de la transferencia lingüística, tales como divergencias en las estructuras argumentativas y explicativas (ver Andrade Ciudad et al., 2019). Finalmente, el hecho de que los instructores que facilitaron los componentes sobre traducción e interpretación en el curso no sean hablantes de las lenguas indígenas representadas en ellos restringe tanto el desarrollo de estrategias lingüísticas específicas entre los capacitados como su evaluación posterior. El posible reclutamiento de traductores e intérpretes indígenas experimentados en futuras versiones del programa de capacitación puede paliar estos problemas, al menos en el caso de algunas lenguas.



OEBPS/font/Georgia-Bold.ttf


OEBPS/font/Georgia.ttf


OEBPS/image/portadillatraducirderechosB.png
Luis Andrade Ciudad, Raquel de Pedro Ricoy
y Rosaleen Howard

Traducir derechos,
traducir culturas

Entre el castellano y las lenguas originarias del Pert

Universidad Poruana de Clencias Aplicadas






OEBPS/font/Georgia-BoldItalic.ttf


OEBPS/image/caratula_traducirderechostraducirculturas.jpg
y Rosaleen Howard

Traducir derechos,
traducir culturas

Entre el castellano y las lenguas originarias del Pera

.





OEBPS/font/Georgia-Italic.ttf


